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Sentencia de segunda instancia 
 
Procede la Sala a proferir sentencia que en derecho corresponda, dentro del asunto que en 
ejercicio del medio de control de accion de cumplimiento, consagrado en el artículo 146 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo en adelante 
C.P.A.C.A., promovió HUGO VARGAS PRECIADO en contra de la INSTITUTO NACIONAL 
PENITENCIARIO Y CARCELARIO - INPEC - ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO Y 
CARCELARIO DE ACACÍAS - META. 
 
 

I. ANTECEDENTES 
 
El señor HUGO VARGAS PRECIADO, en nombre propio promovió el medio de control de 
acción de cumplimiento de normas con fuerza material de ley o de actos administrativos en 
contra del INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO - INPEC - ESTA-
BLECIMIENTO PENITENCIARIO Y CARCELARIO DE ACACÍAS – META, buscando se 
concedan de las siguientes pretensions  
  

1.-PRETENSIONES 
 
“PRIMERO: Ordenar a las partes accionadas el cumplimiento del artículo 33 de la Resolu-
ción 6349 del 19 de diciembre de 2016”. 
 
“SEGUNDO: Ordenar a las partes accionadas que en el término de 5 días procedan a modi-
ficar el artículo 33 de la Resolución 2378 del 22 de noviembre de 2018, insertando el párrafo 
2 de la norma general”.      
 
1.1.- HECHOS 
 
Expuso como sustento fáctico de las pretensiones, lo siguiente:  
 
“1…la resolución 6349 fue expedida por el Brigadier General Jorge Luis Ramírez Aragón, 
Director General del INPEC, para esta fecha, dicha resolución obedece en primer lugar a las 
facultades del Director General, en segundo lugar, a la modificación normativa realizada al 
ordenamiento penal, procesal y penitenciario; en tercer lugar por el desarrollo jurisprudencial 
de la Corte Constitucional; todo aquello encaminado a la humanización del sistema peniten-
ciario, bajo ese orden, la resolución cobró vigencia el 19 de diciembre de 2016 y derogó to-
das las que le sean contrarias.” 
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“… El director del Establecimiento de Acacias-Meta, en (sic) base a sus competencias modi-
ficó y expidió el reglamento de régimen interno, la Resolución 2378 de 22/11/2018 con la 
que se modificó la anterior resolución N° 1060 de fecha 29 de jun/2011.” 
 
“La nueva resolución 2378 debe estar acorde a la Resolución 6349 de 2016. Sin embargo, al 
momento de copiar y pegar en el artículo 33 del nuevo régimen interno, la dirección del Pe-
nal, eliminó el segundo párrafo del artículo 33  de la Resolución 6349, párrafo que subraya-
mos en este escrito y en la prueba de renuencia que se radicó a las partes accionadas, ese 
error bien sea por acción y omisión constituye un incumplimiento al párrafo cuarto del artícu-
lo 33 de la resolución 6349 al disponer que los horarios indicados en esa norma son de obli-
gatorio cumplimiento para los servidores públicos del INPEC, por esa razón, las pruebas de 
renuencia elevadas por correo electrónico a las partes accionadas indicaban y advertían a 
los encartados dicho incumplimiento.”  
 
1.2.-CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 
El apoderado del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC-, contestó la de-
manda en los siguientes términos: 
 
Sostiene que si bien es cierto, le corresponde al Instituto Nacional Penitenciario y Carce-
lario –INPEC-, la ejecución de la pena privativa de la libertad impuesta a través de una sen-
tencia penal condenatoria, teniendo a cargo la creación, fusion, supresión dirección y vigi-
lancia de los diferentes centros de reclusión, estos tendrán su propio reglamento de régimen 
interno, expedidos por el respectivo Director de cada centro de reclusión y previa aprobacion 
del INPEC. Para este efecto el Director deberá tener en cuenta la categoria del estableci-
meinto a su cargo y las condiciones ambientales. 
 
Indicó que la persona privada de la libertad que eleva la presente acción se encuentra re-
cluida en el EPMSC de Acacias, por lo que en caso de llegar a prosperar las pretensiones de 
la acción las cuales se refieren al menejo del centro de reclusión regulados en el menciona-
do reglamento interno, la autoridad competente para dar cumplimiento es el Director de di-
cho establecimiento. 
 
Manifiesta que es el Director del EPMSC de Acacias, el que debe dar respuesta a las pre-
tensiones del señor HUGO VARGAS PRECIADO, pues es la autoridad que debe ejecutar el 
pretendido cumplimiento.  
 
Sostiene que la cosa juzgada es una institución jurídico procesal mediante la cual se otorga 
a las decisiones plasmadas en una sentencia y en algunas otras providencias, el carácter de 
inmutables, vinculantes y definitivas, que de esta forma y por medio de sentencia proferida  
por el Tribunal Administrativo del Meta, de fecha Julio 26 de 2021, dentro de la acción de 
cumplimiento, impetrada por JHON JAIRO DAZA ROJAS, con radicación N°2021-233, con 
los mismos hechos y pretensiones, ordenó rechazar la acción de cumplimiento, por no satis-
facer el requisito de procedibilidad y a su vez la declaró improcedente. 
    
Por tal motivo, solicitó se declare cosa juzgada, toda vez que la solicitud elevada por el ac-
cionante, ya fue resuelta por un Juez Constitucional, basada en los mismos hechos y pre-
tensiones. 
 
Por su parte, el Establecimiento Penitenciario y Carcelario -EPMC- de Acacías (Meta), 
no se pronunció. 
 
1.3.- CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO. 
 
El Ministerio Público guardo silencio. 
 

II. CONSIDERACIONES 
 
Como no se observa causal que invalide lo actuado, procede la Sala a decidir previas las 
siguientes consideraciones:  
 

1. CUESTIÓN PREVIA   
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Con ocasión del Acuerdo CSJMEA21-42 del 25 de marzo de 2021, del Consejo Seccional de 
la Judicatura del Meta, se asignó el presente proceso a este despacho; razón por la que se 
avoca su conocimiento en el estado procesal que se encuentra.   
 

2.  COMPETENCIA 
 

Acorde a lo previsto en el artículo 3 de la Ley 393 de 1997, en concordancia con el artículo 
146 y el numeral 6 del artículo 152 del C.P.A.C.A, esta Corporación es competente para co-
nocer del presente medio de control, en razón al factor funcional y territorial.   
 

3. PROBLEMA JURÍDICO 
 
En el particular, considerando el petitum del presente medio de control, tenemos que el pro-
blema jurídico se contrae a determinar si la acción de cumplimiento es la procedente para 
ordenar modificar el artículo 33 de la Resolución 2378 del 22 de noviembre de 2018 y obte-
ner el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 33 de la Resolución 6349 del 19 de di-
ciembre de 2016 emitidas por la entidad accionada.  
 

4. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO  
 

La acción de cumplimiento es un mecanismo de defensa judicial consagrado en el artículo 
87 de la Constitución Política, el cual tiene por objeto garantizar la ejecución por parte de la 
autoridad competente, aquellos mandatos contenidos en normas con fuerza de ley o en ac-
tos administrativos, señalando: 
 

“Artículo 87. Toda persona podrá acudir ante la autoridad judicial para hacer efectivo 
el cumplimiento de una ley o un acto administrativo. En caso de prosperar la acción, la 
sentencia ordenará a la autoridad renuente el cumplimiento del deber omitido.” 

 
La norma en cita fue reglamentada a través de la Ley 393 de 1997 «por la cual se desarrolla 
el artículo 87 de la Constitución Política» precisando, en lo que atañe al objeto de la acción 
de cumplimiento, lo siguiente: 
 

“Artículo 1º. Objeto. Toda persona podrá acudir ante la autoridad judicial definida en 
esta Ley para hacer efectivo el cumplimiento de normas aplicables con fuerza material 
de Ley o Actos Administrativos.” 

 
En ese orden, tenemos que cualquier persona puede acudir a sede judicial para reclamar el 
el cumplimiento de una norma con fuerza de ley o acto administrativo, así mismo, se 
destaca, que la acción Constitucional en comento, se postula como medio de control de con-
formidad con lo previsto en el artículo 146 de la Ley 1437 de 2011: 
 

“Artículo 146. Cumplimiento de normas con fuerza material de ley o de actos adminis-
trativos. Toda persona podrá acudir ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrati-
vo, previa constitución de renuencia, para hacer efectivo el cumplimiento de cual-
esquiera normas aplicables con fuerza material de ley o actos administrativos.” 

 
También, es importante resaltar que al momento que la Ley 393 de 1997 pasó por el tamiz 
de Constitucionalidad, el órgano de cierre en la materia precisó:  
 

“En conclusión, la acción de cumplimiento que consagra el artículo 87 de la Constitu-
ción, es el derecho que se le confiere a toda persona, natural o jurídica, pública o 
privada, en cuanto titular de potestades e intereses jurídicos activos frente a las autori-
dades públicas y aún de los particulares que ejerzan funciones de esta índole, y no 
meramente destinataria de situaciones pasivas, concretadas en deberes, obligaciones 
o estados de sujeción, demandados en razón de los intereses públicos o sociales, para 
poner en movimiento la actividad jurisdiccional del Estado, mediante la formulación 
de una pretensión dirigida a obtener el cumplimiento de una ley o de un acto ad-
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ministrativo que ha impuesto ciertos deberes u obligaciones a una autoridad, la 
cual se muestra renuente a cumplirlos.1”  

 
Por su parte, el Consejo de Estado2 ha concluido, que son requisites o presupuestos para la 
prosperidad de la acción de cumplimiento, los siguientes: 
 

“i. Que el deber que se pide hacer cumplir se encuentre consignado en normas aplica-
bles con fuerza material de ley o actos administrativos vigentes (Art. 1º). 
  
ii. Que el mandato sea imperativo e inobjetable y que esté radicado en cabeza de la au-
toridad o del particular en ejercicio de funciones públicas que deba cumplir y frente a 
los cuales se haya dirigido la acción de cumplimiento (Arts. 5º y 6º).  
 
iii. Que el actor pruebe la renuencia de la entidad accionada frente al cumplimiento del 
deber, antes de presentar la demanda, bien sea por acción u omisión o por la ejecución 
de actos o hechos que permitan deducir su incumplimiento (Art. 8º). El artículo 8° se-
ñala que, excepcionalmente, se puede prescindir de este requisito “cuando el cumplirlo 
a cabalidad genere el inminente peligro de sufrir un perjuicio irremediable” caso en el 
cual deberá ser sustentado en la demanda.  
 
iv. Que el afectado no tenga o haya podido ejercer otro instrumento judicial para lograr 
el efectivo cumplimiento del deber jurídico o administrativo, salvo el caso que, de no 
proceder, se produzca un perjuicio grave e inminente para quien ejerció la acción, cir-
cunstancia ésta que hace procedente la acción.  
 
v. También son causales de improcedibilidad pretender la protección de derechos que 
puedan ser garantizados a través de la acción de tutela o el cumplimiento de normas 
que establezcan gastos a la administración (Art. 9º).” 

 
5. CASO CONCRETO  

 
Para descender al caso concreto, es menester referir concretamente la disposición cuyo 
cumplimiento reclama el actor, se trata del artículo 33 de la Resolución 6349 del 19 de dic-
iembre de 20163, expedida por el Director General del Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario -INPEC-, el cual reglamenta el funcionamiento de las celdas y dormitorios, en los 
siguientes términos: 
 

“ARTÍCULO 33. CELDAS Y DORMITORIOS. Las celdas y dormitorios permanecerán 
en estado de limpieza, aireación y cerradas durante el día. Las personas privadas de la 
libertad pasarán a ellas a la hora de recogerse. El horario de cierre y recogida deberá 
determinarse por cada Director de establecimiento en el reglamento del régimen inter-
no. 
 
Las celdas se cerrarán después del desayuno y abrirán después de terminado el 
almuerzo por espacio de una (1) hora. Transcurrido este lapso se volverán a cer-
rar y abrirán nuevamente para el ingreso en la noche y permanecerán cerradas 
hasta el día siguiente. 
 
Ninguna persona privada de la libertad permanecerá en el día dentro de ellas, 
salvo caso de enfermedad, previo concepto del médico del establecimiento. 
 
Los horarios antes indicados, serán de obligatorio cumplimiento para los servi-
dores públicos del INPEC y las personas privadas de la libertad. 
 

                                                 
1 C-157 de 1998 
 
2 Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Quinta, Consejero ponente: Alberto Yepes Barreiro (E), en sentencia 
del doce (12) de junio de dos mil catorce (2014), para el proceso de radicación número: 25000-23-41-000-2014-00118-01(ACU). 
3 «Por la cual se expide el Reglamento General de los Establecimientos de Reclusión del Orden Nacional -ERON a cargo del INPEC» 
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PARÁGRAFO ÚNICO. Durante los días de visita las celdas permanecerán cerradas 
hasta que ella finalice, salvo autorización para visitas íntimas en los establecimientos 
donde no haya área con ese fin. 
 
El comandante de vigilancia responderá por el cumplimiento de lo dispuesto en 
el presente artículo.” 
 

Ahora bien, se extrae de la demanda, que el incumplimiento de la norma anterior, concreta-
mente el texto resaltado y subrayado, se configura en el artículo 33 de la Resolución 2378 
del 22 de noviembre de 20184 «por la cual se expide el Reglamento de Régimen Interno del 
Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Acacías Meta», que al 
reglamentar el funcionamiento de las celdas y dormitorios del EPC de acacias- Meta, indicó: 
 

“ARTÍCULO 33. CELDAS Y DORMITORIOS. Las celdas y dormitorios permanecerán 
en estado de limpieza, aireación y cerradas durante el día. Las personas privadas de la 
libertad pasarán a ellas a las 16:00 horas, El Director del establecimiento, gestionará 
con la USPEC la dotación y adecuación de los mismos, de conformidad con el Articulo 
46 de la Ley 1709 de 2014.  
 
El horario de cierre y recogida corresponde a: levantada, conteo, baño, aseo y apertura 
de celdas de 06:00 a 06:30 horas, y encerrada de las personas privadas de la libertad 
en su respectiva celda a las 16:00 horas, permaneciendo cerradas hasta el día sigui-
ente.  
 
Ninguna persona privada de la libertad permanecerá en el día dentro del dormitorio, en 
casos de enfermedad, deberá ser trasladado y ubicado en área de sanidad en celdas 
destinadas para tal fin.  
 
Los horarios antes indicados, serán de obligatorio cumplimiento para los servidores pú-
blicos del INPEC y las personas privadas de la libertad. 
 
PARÁGRAFO 1. Durante los días de visita las celdas permanecerán cerradas, se au-
torizará la visita íntima en las celdas establecidas para tal fin (área de conyugales) para 
las personas privadas de la libertad incluyendo aquellas pertenecientes a la población 
LGBTI.  
 
PARÁGRAFO 2. El hecho de que una persona privada de la libertad tenga a su pareja 
en la misma celda, no será una causal para su trasladado, cambio de celda, patio o 
establecimiento.  
 
El Comandante de Vigilancia responderá por el cumplimiento de lo dispuesto en el 
presente artículo.” 
 

Inicialmente, debe referirse que el incumplimiento que se acusa, se encuentra contenido en 
el Reglamento Interno del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario 
de Acacías (Meta) expedido por el Director de dicho establecimiento de reclusión, respecto 
del cual, alude el actor, se contrariaron u omitieron los horarios establecidos en el Segundo 
párrafo del artículo 33 de la Resolución 6349 de 2016. 
 
Ahora bien, como se mencionó en párrafos anteriores, el presente medio de control tiene por 
objeto lograr que las autoridades cumplan lo dispuesto en normas con fuerza de ley o en 
actos administrativos, cuando tales se muestren renuentes a ello, precisamente, debe 
enfatizarse que la renuencia en un requisito de procedibilidad, conforme lo han reiterado el 
Consejo de Estado y la Corte Constitucional al manifestar que «este requisito de procedi-
bilidad otorga una oportunidad a la administración para que acate el deber hasta ese mo-
mento omitido, o para que exponga al solicitante las razones que justifican su inactividad5»6, 

                                                 
4 Folios 29-31, archivo «002. Demanda y anexos». 
5 Sobre el valor que tiene la constitución en renuencia de la autoridad administrativa dentro del proceso de la acción de cumplimiento pue-
den consultarse, e.g., las sentencias del Consejo de Estado dentro de los procesos ACU 615 (sentencia del 10 de marzo de 1999, M.P. 
Flavio Rodríguez Arce) y ACU 620 (sentencia del 4 de marzo de 1999, C.P. Libardo Rodríguez Rodríguez).  
6 Sentencia C-1194 de 2001. 
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de ahí que tal requerimiento represente una posibilidad para la administración de adoptar las 
medidas necesarias en caso de que incurra en el desconocimiento de obligaciones norma-
tivas señaladas expresamente. 
 
Lo anterior, en tanto el artículo 146 del C.P.A.C.A, estableció la renuencia, como requisite 
previo para acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, así: 
 

“Artículo 146. Cumplimiento de normas con fuerza material de ley o de actos adminis-
trativos. Toda persona podrá acudir ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrati-
vo, previa constitución de renuencia, para hacer efectivo el cumplimiento de cual-
esquiera normas aplicables con fuerza material de ley o actos administrativos.”  

 
De hecho, en concordancia con el artículo en cita, el numeral 3 del artículo 161 ibídem refirió 
como requisito de procedibilidad en la materia: 
 

“Artículo 161.Requisitos previos para demandar. La presentación de la demanda se 
someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:  
(…)  
3. Cuando se pretenda el cumplimiento de una norma con fuerza material de ley o de 
un acto administrativo, se requiere la constitución en renuencia de la demandada 
en los términos del artículo 8° de la Ley 393 de 1997.” 

 
Con todo, dicho presupuesto para el ejercicio de la acción, ya estaba previsto en el artículo 
8º de la Ley 393 de 19977, sin embargo, el Consejo de Estado8 indicó que la petición presen-
tada para constituir la renuencia, debe contener los siguientes requisitos mínimos: i) la solici-
tud de cumplimiento de una norma con fuerza material de ley o de un acto administrativo, ii) 
la identificación precisa y concreta de la disposición que consagra la obligación presunta-
mente incumplida y iii) la explicación del sustento en el que se funda el incumplimiento; 
igualmente expresó:  
 

"Para entender a cabalidad este requisito de procedencia de la acción es importante 
tener en cuenta dos supuestos: La reclamación del cumplimiento y la renuencia. 
 
El primero, se refiere a la solicitud dirigida a la autoridad o al particular que incumple la 
norma, la cual constituye la base de la renuencia, que si bien no está sometida a forma-
lidades especiales, se ha considerado que debe al menos contener: La petición de 
cumplimiento de una norma con fuerza material de ley o de un acto administrativo; el 
señalamiento preciso de la disposición que consagra una obligación y la explicación del 
sustento en el que se funda el incumplimiento. (…) 
 
Así las cosas, para probar la constitución de la renuencia expresa es necesario analizar 
tanto la reclamación del cumplimiento como la respuesta del destinatario del deber omi-
tido, puesto que la primera delimita el marco del incumplimiento reclamado. Y, para 
demostrar la renuencia tácita es necesario estudiar el contenido de la petición de cum-
plimiento que previamente debió formular el demandante, pues, como se dijo, aquella 
define el objeto jurídico sobre el cual versará el procedimiento judicial para exigir el 
cumplimiento de normas con fuerza material de ley o actos administrativos. 
 

                                                 
7 “Artículo 8. Procedibilidad. La Acción de Cumplimiento procederá contra toda acción u omisión de la autoridad que incumpla o 

ejecute actos o hechos que permitan deducir inminente incumplimiento de normas con fuerza de Ley o Actos Administrativos. 

También procederá contra acciones u omisiones de los particulares, de conformidad con lo establecido en la presente Ley. 

Con el propósito de constituir la renuencia, la procedencia de la acción requerirá que el accionante previamente haya reclamado el 

cumplimiento del deber legal o administrativo y la autoridad se haya ratificado en su incumplimiento o no contestado dentro de los 

diez (10) días siguientes a la presentación de la solicitud. Excepcionalmente se podrá prescindir de este requisito, cuando el cum-

plirlo a cabalidad genere el inminente peligro de sufrir un perjuicio irremediable, caso en el cual deberá ser sustentado en la de-

manda. 

También procederá para el cumplimiento de normas con fuerza de Ley y Actos Administrativos, lo cual no excluirá el ejercicio de la 

acción popular para la reparación del derecho.” 

 
8 Sección Quinta, sentencia del 16 de agosto de 2012, C.P. Alberto Yepes Barreiro, Rad. 68001-23-31-000-2011-00817-01(ACU). 
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[..] Así lo ha comprendido la jurisprudencia de la Corporación, al reiterar que la renuen-
cia consiste en "la rebeldía al cumplimiento de su deber", por parte de las autoridades y 
que no basta el ejercicio del derecho de petición en forma genérica para que pueda ha-
blarse de renuencia, pues para ello es necesario reclamar específicamente un mandato 
con fuerza material de ley o acto administrativo y que la autoridad concernida se ratifi-
que en el incumplimiento o no conteste la petición en el término de diez (10) días.(…)” 

 
En el particular, según reposa en la foliatura, unos internos9 - dentro de los cuales no se rel-
aciona el actor -  que refieren pertenecer a la «mesa jurídica del Pabellón # 31», dirigidas al 
Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC-  y al E.P.C de Acacías Meta, solicitaron 
el cumplimiento integral del artículo 33 de la Resolución 6349 del 19 de diciembre de 2016, 
como se observa a continuación: 
 

 
 
Frente a tal aspecto, si bien las solicitudes contienen la identificación precisa y concreta de 
la disposición que consagra la obligación presuntamente incumplida - segundo inciso del 
artículo 33 de la Resolución 6349 de 2016- y los argumentos en los que funda el incumpli-
miento; no se observa sello de recibo, ni constancia del envío de las peticiones a través de 
correo electrónico, que sirvan como soporte del radicado o recibido ante el Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario -INPEC- y el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Acací-
as (Meta). 
 
Al respecto, es preciso citar lo resuelto por el Consejo de Estado10 en un caso similar, en 
donde se solicitaba el cumplimiento normativo respecto de dos organismos, y al analizar el 
requisito de renuencia, se tuvo por cumplido respecto de una sola entidad, pues no había 
constancia de que hubiese enviado el escrito a la otra accionada, concluyendo lo siguiente: 
 

“Según quedó establecido en el numeral 5º del artículo 10º de la Ley 393 de 1997, la 
constitución de la renuencia de la entidad accionada deberá acreditarse con la deman-
da, so pena de ser rechazada de plano la solicitud. 
 
El actor acompañó copia del escrito de agosto 27 de 2020 dirigido a la Superintenden-
cia de Transporte y a la Secretaría de Tránsito y Transporte de Valledupar en el cual 
requirió el cumplimiento del artículo 159 de la Ley 769 de 2002 y del artículo 91, nume-
ral 5º, de la Ley 1437 de 2011 para que fuera declarada la prescripción del comparen-
do, de la sanción impuesta en su contra y la terminación del proceso de cobro. 
 
Consta en el expediente digital que la petición fue remitida por correo electrónico en la 
citada fecha a la dirección electrónica de la Secretaría de Tránsito y Transporte de Va-

                                                 
9 Orlando Vergara Hidalgo, Jhon Jairo Daza Rojas, Rodrigo Reyes Velásquez e Isaí Medina Vera. 
10 Sección Quinta, sentencia del 15 de julio de 2021, C.P. Carlos Enrique Moreno Rubio, Rad. 20001233300020200045001 (ACU). 
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lledupar, cuyo titular mediante oficio SMTTV/AJC 02622 de septiembre 11 del mismo 
año le informó que no es posible acceder a la solicitud de prescripción y lo invitó a 
acercarse a sus dependencias para que, previa liquidación por parte del SIMIT, proce-
da al pago de la infracción cargada a su nombre.  
 
Así, está acreditada la constitución de la renuencia respecto de este organismo. 
 
No ocurre lo mismo frente a la Superintendencia de Transporte por cuanto no fue apor-
tada a la actuación la prueba que demuestre que el demandante haya enviado el escri-
to correspondiente a la citada entidad, previamente al ejercicio de la acción. 
 
Las reproducciones de las dos capturas de pantalla allegadas como anexos de la de-
manda permiten observar el trámite de la petición únicamente ante la Secretaría de 
Tránsito. 
 
En consecuencia, la sentencia impugnada será revocada parcialmente y en su lugar se 
rechazará la demanda en cuanto a la Superintendencia de Transporte, que es lo pro-
cedente en los casos en que no es acreditado el agotamiento del requisito de procedibi-
lidad”. 

 
Así las cosas, es necesario para tener por cumplida la exigencia de la constitución en re-
nuencia, la entrega o constancia de envío del escrito correspondiente a través de cualquier 
canal o medio previsto para ello; de manera que, en el caso que nos convoca, al no contarse 
con prueba siquiera del envío al INPEC y/o al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de 
Acacías, no es posible tener por cumplido el requerimiento de la renuencia. 
 
Aquí, es importante precisar que por el mismo asunto, se tramitó ante esta corporación otra 
solicitud de Cumplimiento de normas con fuerza material de ley o de actos administrativos 
con el Radicado No. 500012333000 2021 00233 0011, promovida por el señor Jhon Jairo 
Daza Rojas, quien también firma los escritos que se pretenden hacer valer como constituci-
on en renuencia, trámite al interior del cual se profirió sentencia el 26 de julio de 2021 por la 
Sala de Decisión Oral No. 3 de este Tribunal; debiendo advertirse que, aunque versa 
también sobre el cumplimiento del artículo 33 de la Resolución 6349 de 2016 proferida por la 
Dirección General del INPEC y la consecuente modificación del artículo 33 del Reglamento 
del Régimen Interno para el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Acacías -
Resolución 2378 de 2018-, las circunstancias procedimentales difieren en los dos asuntos, 
pues en este caso no es posible inferir que se hubiese radicado el escrito de renuencia a 
ninguna de las accionadas, conforme ya se explicó, mientras que en el evento ya definido en 
primera instancia, sí se acreditó la presentación de tal requerimiento ante el INPEC, de-
cidiendo rechazar la acción de cumplimiento respecto del Establecimiento Penitenciario de 
Mediana Seguridad y Carcelario de Acacías y  declarando improcedente la acción en contra 
del INPEC. De lo definido en esa oportunidad resulta pertinente citar lo siguiente: 
 

“Colofón de lo anterior, estima la Sala que está demostrada la renuencia de parte del 
INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO INPEC., como quiera que 
ante dicha Entidad, se formuló petición reclamando el cumplimiento de lo preceptuado 
en el art. 33, de la Resolución 6349 de 2016, sin obtener respuesta y sin una rectifica-
ción frente al presunto incumplimiento.  
 
Pero, advierte este Juez Colegiado que no ocurre lo mismo frente al ESTABLECI-
MIENTO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD Y CARCELARIO DE ACACIAS 
META, como quiera que no se aportó prueba de que la comunicación dirigida a dicho 
Establecimiento fuera efectivamente recibida por el área correspondiente, máxime 
cuando la constancia de remisión por correo electrónico solo hace referencia la re-
nuencia para “INPEC BOGOTÁ”. 
 
En consecuencia, no se satisface el requisito de procedibilidad del art. 8, de la Ley 393 
de 1997, contemplado también en el art. 161.3 del C.P.A.C.A., frente al EPMSC., de 

                                                 
11 Demandante: Jhon Jairo Daza Rojas, Demandado: Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC- y Establecimiento Penitenciario 
de Mediana Seguridad y Carcelario de Acacías (Meta), Magistrada Ponente: Teresa Herrera Andrade. 
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ACACIAS, debido a que no se demostró que se configurara en su caso la renuencia 
frente al presunto incumplimiento. Debe precisarse que si bien de manera excepcional 
es posible prescindir del requisito de renuencia, lo cierto es que ello solo opera cuando 
se demuestra estar en presencia de un PERJUICIO IRREMEDIABLE, situación que no 
fue soportada en el asunto, y que en todo caso no aparece acreditada, dado que la dis-
posición cuestionada, tiene más de 2 años de vigencia, y no se explican las condicio-
nes de urgencia y necesidad de intervención, que permitan afirmar que se está en pre-
sencia de dicho PERJUICIO IRREMEDIABLE.” 

 
Retomando, es claro que en el particular la parte actora no cumplió en debida forma con la 
carga de demostrar la presentación de la solicitud y posterior renuencia ante las accionadas, 
adicionalmente, aspecto que torna improcedente el mecanismo judicial invocado.    
 
Al respecto, el Consejo de Estado ha señalado que “El agotamiento de esta exigencia implica 
que previamente al ejercicio de la acción, el demandante haya pedido a la autoridad el 
cumplimiento del deber legal o administrativo que estima desatendido y que ésta ratifique su 
inobservancia o guarde silencio frente a la solicitud”12, asimismo, “La procedencia de la ac-
ción de cumplimiento se supedita a la constitución en renuencia de la autoridad, que con-
siste en el reclamo previo y por escrito que debe elevarle el interesado exigiendo atender un 
mandato legal o consagrado en acto administrativo con citación precisa de éste  y que ésta 
se ratifique en el incumplimiento o no conteste en el plazo de diez días siguientes a la 
presentación de la solicitud”13.  

 
A su vez, ha señalado como exigencias del requisito de renuencia los siguientes14: 

 
“a) que coincidan en el escrito de renuencia y en la demanda, las normas o actos 
administrativos calificados como incumplidos, 
b) que sea idéntico el contenido de lo pretendido ante la administración, a lo planteado 
ante la jurisdicción en ejercicio de la acción de cumplimiento, 
c) que quien suscribe la petición de renuencia sea el actor del proceso y, 
d) que la entidad a la cual va dirigida la petición previa sea la misma que se demanda 
en la acción de cumplimiento. 
e) que la autoridad a quien va dirigido el escrito se haya ratificado en el incumplimien-
to del deber legal o administrativo reclamado, o haya guardado silencio frente a la so-
licitud”. (Negrilla y subraya intencional) 
 

En este caso, las solicitudes del 11 de mayo de 2021 no están suscritas por el actor sino por 
los integrantes de la “MESA JURÍDICA PABELLÓN # 31”, tal como se relacionó anterior-
mente, por ende, no cumple con la tercera exigencia jurisprudencialmente establecida para 
los escritos con vocación de constituir en renuencia, además, como ya se precisó, de no 
constar su radicación, entrega o envío a través de los canales para ello.  
 
En lo que tiene que ver con el Director General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcela-
rio- INPEC, evidencia la Sala que además se configura la falta de legitimación en la causa 
por pasiva, pues en el escrito inicial el actor únicamente indicó reproches frente a la Directo-
ra del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario “EPMSC” de Aca-
cías- Meta, preteniendo el cumplimiento del artículo 33 de la Resolución No. 6349 del 19 de 
diciembre de 2016, no obstante, ninguna inconformidad se manifestó frente al actuar reali-
zado por el Director General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario- INPEC, razo-
nes suficientes para declarar la falta de legitimación en la causa por pasiva de éste último.  
 
Finalmente, el artículo 915 de la Ley 393 de 1997 que en el inciso segundo menciona que la 
Acción de Cumplimiento «Tampoco procederá cuando el afectado tenga o haya tenido otro 

                                                 
12 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. Providencia del 20 de febrero de 2020. Rad: 25000-23-41-
000-2019-00986-01(ACU). CP: Carlos Enrique Moreno Rubio.   
13 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. Providencia del 5 de marzo de 2020. Rad: 85001-23-33-000-
2019-00183-01 (ACU). CP: Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez.   
14 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. Providencia del 29 de julio de 2004. Rad: 52001-23-31-000-
2004-0748-01. CP: María Noemí Hernández Pinzón. 
Véase también:  
Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. Providencia del 23 de febrero de 2007. Rad: 15001-23-31-000-
2006-02337-01(ACU). CP: María Noemí Hernández Pinzón. 
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instrumento judicial para lograr el efectivo cumplimiento», debe indicarse que se configura 
dicha causal de improcedencia en el presente asunto, teniendo en cuenta que se cuestiona 
la  Resolución 2378 del 22 de noviembre de 2018, al contrariar en su artículo 33 las directri-
ces contenidas también en el artículo 33 de la Resolución 6349 del 19 de diciembre de 2016 
«Por la cual se expide el Reglamento General de los Establecimientos de Reclusión del Or-
den Nacional -ERON a cargo del INPEC», y consecuentemente se requiere la modificación 
del Reglamento de Régimen Interno del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguri-
dad y Carcelario de Acacías; frente a lo cual, es preciso advertir que el escenario para de-
batir la legalidad de la Resolución enjuiciada -acto administrativo de carácter general-, corre-
sponde al medio de control de Nulidad, previsto en el artículo 13716 de la Ley 1437 de 2011, 
mecanismo jurídico ordinario, que resulta eficaz y conducente para determinar la legalidad 
de la reglamentación objeto de inconformidad, de manera que no resulta procedente la ac-
ción constitucional promovida. 
 
Recapitulando, para la Sala no se cumplen con los requisitos de procedencia de la presente 
acción constitucional, dado que i) conforme al analisis expuesto no se cumplió idoneamente 
con el requisito de constitución en renuencia ii) En gracia de discusión, el escrito que se pre-
tende hacer valer por la parte accionante como renuencia, no va firmado o suscrito por quien 
funge como demandante, exigencia jurisprudencialmente establecida que valida la renuencia 
como requisito de procedibilidad de cara al presente medio de control y iii) lo pretendido a 
través de la presente acción es susceptible de enjuiciarse a través del medio de control de 
Nulidad, como escenario propicio para definir la legalidad de la reglamentación que se acu-
sa, y durante el mismo, se pueden promover incluso medidas cautelares. 
 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo del Meta, administrando justicia en nom-
bre de la República y por autoridad de la ley,  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de Cumplimiento de normas con fuerza 
material de ley o de actos administrativos promovida por el señor HUGO VARGAS PRECI-
ADO contra el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC- y el Establecimiento Pen-
itenciario y Carcelario de Acacías (Meta), por las razones expuestas en la presente provi-
dencia. 
 
SEGUNDO: DECLARAR LA FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA del 
INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO -INPEC-, de conformidad con 
los motivos expuestos en precedencia. 
 
TERCERO: NOTIFICAR esta decisión a las partes y a la agente del Ministerio Público, de 
conformidad con el artículo 22 de la Ley 393 de 1997. 
 
Por Secretaría, notifíquese al accionante esta decisión, por medio del Área Jurídica del IN-
PEC, y del Establecimiento Carcelario de Acacías (Meta), a través del medio más expedito. 
 
CUARTO: Por Secretaría, y en caso de no ser impugnado el presente fallo conforme al ar-
tículo 27 de la Ley 393 de 1997, procédase al archivo de las diligencias. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 

                                                                                                                                                                        
15 “Artículo 9.- Improcedibilidad. La Acción de Cumplimiento no procederá para la protección de derechos que puedan ser garantizados 
mediante la Acción de Tutela. En estos eventos, el Juez le dará a la solicitud el trámite correspondiente al derecho de Tutela. 
Tampoco procederá cuando el afectado tenga o haya tenido otro instrumento judicial para lograr el efectivo cumplimiento de la norma o Acto 
Administrativo, salvo, que de no proceder el Juez, se siga un perjuicio grave e inminente para el accionante. (Inciso 2 declarado EXEQUI-
BLE, excepto la expresión "la norma o" que se declara INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional Sentencia C-193 de 1998). 
Parágrafo. - La Acción regulada en la presente Ley no podrá perseguir el cumplimiento de normas que establezcan gastos. Subrayado 
Declarado Exequible Sentencia Corte Constitucional 157 de 1998.” 
16 “Artículo 137. Nulidad. Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de representante, que se declare la nulidad de los actos adminis-
trativos de carácter general.  
Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que deberían fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o 
con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones propias de 
quien los profirió. 
(…)”. 
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